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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, diecisiete de febrero de dos mil nueve
Acta número 0027 del 17 de febrero de 2009
Dentro del término previsto por el Decreto 2591 de 1991, se decide en primera instancia la acción de tutela interpuesta por el señora Nelson Farid Trujillo Carvajal contra la Policía Nacional de Colombia – Dirección General.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta el actor, los siguientes
HECHOS

1. Expresa que el día 5 de enero de 2009, solicitó al Director General de la Policía, informarle “si seré o no tenido en cuenta para el curso de ascenso a Subintendente …”, fls. 1 y 3.
2. El día 3 de febrero de 2009, recibió respuesta al derecho de petición, la cual no fue suscrita por el Director de la Policía y además no resuelve el asunto, porque la respuesta se debe referir al curso de ascenso y no a la inclusión en la convocatoria.
DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violado el derecho fundamental de Petición, artículo 23 de la Constitución Nacional.
PETICIONES

Solicita que se “ordene a la Policía Nacional – Dirección General – resolver en el menor tiempo posible mi solicitud de fecha 5 de enero de 2009, referente a la confirmación de curso de ascenso y no a la inclusión en convocatoria”, fl. 2.
TRÁMITE 
La presente acción de tutela fue repartida a este Despacho, avocándose su conocimiento y ordenando notificar a las partes, fl. 13.

La accionada contesta la demanda a los folios 17 a 55, acompañando además algunas resoluciones.

Transcribe las normas jurídicas que regulan el concurso, advirtiéndole al tutelante que no es posible acceder a las pretensiones, pues no cumple todos los requisitos exigidos
CONSIDERACIONES

Dispone el artículo 86 de la Constitución Nacional, que “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública...”

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

Respecto al mismo, ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T-12 del 25 de mayo de 1992, lo siguiente:
“Es un derecho cuya protección puede ser demandada, en casos de violación o amenaza por medio de la acción de tutela.

Donde es presupuesto indispensable para que la acción prospere,  la existencia de actos u omisiones de la autoridad, en cuya virtud se impide u obstruye el ejercicio del derecho o no se resuelve oportunamente sobre lo solicitado.

Pero no se entiende conculcado el derecho de petición, cuando la autoridad responde al peticionario, aunque la respuesta sea negativa”.
El titular de la petición tiene derecho a obtener dentro de los términos legales la contestación pedida, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. 
La autoridad o particular obligado, tiene el deber de responder, salvo que la petición fuere irrespetuosa.

Este derecho, busca básicamente que se de respuesta a lo solicitado, sin que sea motivo del mismo, el sentido en que la entidad responda.
Al respecto, también ha expresado la Corte Constitucional, lo siguiente:

“El derecho de petición, se define como aquel que permite a las personas presentar solicitudes respetuosas a las autoridades y obtener de ellas una respuesta oportuna y completa sobre el particular.  Al respecto, debe entenderse que tal derecho no implica solamente la posibilidad de manifestar una inquietud ante la administración sino que conlleva necesariamente el derecho a obtener y a exigir una respuesta clara y definitiva sobre esa inquietud” (T-395 de 1998).

“La garantía que se ofrece en el artículo 23 de la Carta se satisface sólo con respuestas.  Las notas evasivas y los términos confusos, escapan al contenido de tal preceptiva.  En el marco del derecho de petición, sólo tiene la categoría de respuesta, aquella que decide, que concluye, que afirma una realidad, que satisface una inquietud, que ofrece certeza al interesado” (T-439 de 1998).

“La Corte ha enfatizado en que no basta un mero pronunciamiento sobre el objeto de la petición, la contestación de la administración, ha enfatizado la jurisprudencia, debe contener una respuesta al problema planteado por el ciudadano, lo que resulta esencial en el desarrollo de la actividad administrativa y en el cumplimiento de sus fines consagrados en el artículo 2º de la Constitución” (T-395 de 1998).

“El peticionario, ha recavado la jurisprudencia, no queda satisfecho cuando, siendo competente la autoridad a quien se dirige su petición, ella se limita a enviar una contestación en la que aparentando que se atiende a la persona, en realidad no se decide directamente sobre el tema de su inquietud, sea en interés público o privado, dejándola en el mismo estado de desorientación inicial” (T-228 de 1997).
Como ya se dijo, el actor interpuso derecho de petición ante el Director General de la Policía, fls. 3 y 4, solicitando si sería “o no tenido en cuenta para el curso de ascenso a subintendente …”, folio 3.

La accionada contesta a los folios 5 al 9, negando lo pedido, con lo cual estuvo en desacuerdo el tutelante, porque la “respuesta no fue suscrita por el señor Director de la Policía y además no resuelve el asunto objeto de la petición”, fl. 3.

Además la contestación fue “referente a la convocación de curso de ascenso y no a la inclusión en convocatoria”, fl. 2.

Respecto a lo anterior, cabe observar que en nada se afecta la validez de la comunicación que envió la Policía Nacional de Colombia al actor, por el simple hecho de que la respuesta fue firmada por otra persona diferente a la cual se envió.

Critica también la contestación de la accionada, porque el no se refería a la convocatoria sino al curso de ascenso.

Tampoco tiene razón en lo expresado, porque no se puede iniciar el curso de ascenso a subintendente, sin cumplir los requisitos de la convocatoria.

Considera la Sala que la accionada, Policía Nacional, cumplió los requisitos que exige el derecho de petición, que son básicamente:

a- Una respuesta de fondo, que abarque todos los puntos pedidos.

b- Que dicha respuesta sea emitida en los términos que establezca la ley.

c- Que la misma sea puesta en conocimiento de la parte solicitante.

En efecto, el señor Nelson Farid Trujillo Carvajal, le solicita a la Policía Nacional que le informe “si seré o no tenido en cuenta para el curso de ascenso a subintendente …”.

Y la accionada le responde de fondo y en forma completa al decirle: 

“En ese orden de ideas y para su caso especifico, no es factible acceder a sus pretensiones, ya que como se estableció usted partici´pó en la convocatoria de fecha 100308 y para la presente convocatoria la Resolución No 05772 del 311208, “por la cual se reglamenta el procedimiento para el concurso previo al curso de ascenso al grado de subintendente”, establece que la misma está destinada al personal de patrulleros que ingresaron al escalafón entre el 010100 hasta 311201, y tal como se estableció su ficha fiscal es de 250299, por tal motivo no puede ser convocado”, fl. 9.

Cabe advertir que el derecho de petición se satisface si la respuesta reúne los requisitos legales, sin que importe el sentido de la misma.

De lo dicho es del caso declarar que la accionada no ha violado el derecho fundamental de actor y por consiguiente se niegan las pretensiones.
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la acción de tutela, por lo expresado en la parte motiva.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.

TERCERO: Si no fuere impugnado el presente fallo, envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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